LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS SANCIONA CON FUERZA DE
LEY:
ARTÍCULO 1°: Modificase el Titulo III de la Ley N° 7.685 y su modificatoria Ley N° 8658, el que quedará redactado de la siguiente manera:

“TITULO III
“DEL FONDO PARA LA REGULARIZACION Y PROTECCION DE LAS TIERRAS FISCALES”

CAPITULO UNICO

RECURSOS - DESTINO”
ARTÍCULO 2º: Modificase el Artículo 31° de la Ley N° 7685 y su modificatoria Ley N° 8658, el que quedará redactado de la siguiente manera:
“Artículo 31°: I - RECURSOS:
a) Las sumas que ingresen por permisos de uso otorgados sobre inmuebles de dominio público y privado del Estado Provincial;
b) Las sumas que ingresen por ventas de inmuebles de dominio privado del Estado Provincial;
c) Las partidas que determinen las leyes de presupuesto o leyes especiales, provinciales y/o nacionales;
d) Todo otro recurso destinado al cumplimento de las misiones y funciones de la Dirección de Administración de Tierras Fiscales, o el organismo que la reemplace en el futuro.

II – DESTINO:

a) Solventar los gastos que demanden la implementación de planes de regularización y protección de los inmuebles de dominio público y privado del Estado Provincial;
b) Solventar los gastos que demanden las acciones que determine el Poder Ejecutivo a través de sus órganos específicos, que tengan como finalidad la prevención, control y combate de daños ambientales que se produzcan en el territorio provincial;
c) Toda erogación en bienes de capital y bienes y servicios no personales o gastos que demande el funcionamiento de la Dirección de Administración de Tierras Fiscales, o el organismo que la reemplace en el futuro, en el cumplimento de sus misiones y funciones”.
ARTÍCULO 3°: Comuníquese, etc. 
F U N D A M E N T O S

Sra. Presidenta: 

El presente proyecto de ley tiene por objeto modificar la ley N° 7.685, una ley que ha quedado obsoleta en algunas de sus denominaciones y artículos por el paso del tiempo, donde los organismos han cambiado y las prácticas se han hecho más diversas. No obstante, es menester su actualización y no derogación, para que los organismos que hoy llevan adelante tales tareas puedan actuar al amparo de una normativa adecuada y que prevea en detalle los recursos con los que cuentan y el destino al que aplicar estos. 
En un recorrido histórico, es necesario mencionar que la Ley N° 7685 (sancionada en el año 1985) crea el Instituto Provincial de Transformación y Colonización Agraria de Entre Ríos (I.P.T.Y.C.A.E.R.)  y el “Fondo de Colonización”, el cual con la modificación por Ley N° 8658 (del año 1992) pasa a llamarse “Fondo de Colonización y Desarrollo” y se determinan sus recursos y destino de estos en su artículo 31°. Este artículo textualmente establece:
“Artículo 31° - I - RECURSOS:
a) Los bienes enumerados en el artículo 10° de la presente Ley.

b) Las sumas que ingresen por el arrendamiento o venta de inmuebles rurales fiscales.

c) Las partidas que determinen las leyes especiales o provinciales y/o nacionales.

d) Los legados, donaciones y liberalidades que recibiere.

e) El recupero de los créditos de Reagrupamiento Parcelario, Decreto-Ley N°6965, ratificado por Ley N°7513.

f) Todo otro recurso destinado al cumplimiento de la presente Ley.

II - DESTINO: 

a) Solventar los gastos que demanden la implementación de los planes de colonización. 

b) Otorgamiento de créditos para ordenamiento y reagrupamiento parcelario.

c) Solventar los gastos que demanden la implementación de los planes de desarrollo rural.

d) Toda erogación en bienes de capital y bienes y servicios no personales o gastos que demanden la aplicación de la presente Ley” 

Posteriormente, en el año 1993, nuestra legislatura sanciona la ley N° 8.706, a través de la cual se disuelve el I.P.T.Y.C.A.E.R. pero no se deroga su ley creadora y reglamentaria, por lo que se mantuvo la vigencia y el uso del Fondo por parte de los organismos que como consecuencia administraron los inmuebles fiscales de la provincia.

Como antecedente inmediato, se puede mencionar que el decreto 9695/2005 reglamentario de la Ley N° 9.603 establecía que los pagos que se recibieran en virtud de los contratos de arrendamientos en islas fiscales debían efectuarse mediante depósito en la Cuenta Corriente Nº 90007/0 “Fondo de Colonización Ley Nº 7.685”, habilitada en el Nuevo Banco de Entre Ríos S.A. a nombre de la Dirección General de Administración y Despacho de la Secretaría de Producción. 

Puesto que los incisos que componen el mencionado artículo 31° son muy específicos en lo que hace a la esencia y fines de la Ley N° 7.685 y a su órgano de aplicación, en la actualidad -a raíz de una interpretación amplia de dicha norma- solo se podrían considerar de aplicación o vigencia práctica los siguientes incisos: en cuanto a los “recursos” que componen el Fondo (“las sumas que ingresen por arrendamiento o venta de inmuebles rurales fiscales”) y en cuanto al “destino” de esos (“solventar los gastos que demanden la implementación de los planes de desarrollo rural” o el “otorgamiento de créditos para ordenamiento y reagrupamiento parcelario”).

Entonces, si bien como he dicho, podría hacerse una interpretación amplia de la norma, en lo que refiere a “las sumas que ingresen por arrendamiento … de inmuebles rurales fiscales”, y tomar como recurso valido del fondo aquellos ingresos que se perciban por los “permisos de uso” sobre islas del dominio público provincial, en lo que respecta al destino de dichos fondos, no resulta razonable que se destinen a “solventar los gastos que demanden la implementación de los planes de desarrollo rural” o el “otorgamiento de créditos para ordenamiento y reagrupamiento parcelario”, puesto que en la actualidad, sobre los inmuebles generadores de esos recursos existen necesidades más imperiosas y urgentes, como ser la de regularización y que nada tienen que ver con los fines de la Ley creadora del fondo.

De esto, se puede deducir que dicha ley fue concebida en un momento histórico en que la necesidad de la Provincia era colonizar y dar utilidad a los inmuebles fiscales ubicados en zonas rurales, sin contemplar la situación de las islas que por integrar el dominio público provincial son inajenables.

Ahora bien, los nuevos tiempos demandan tomar acciones concretas para regularizar la ocupación y prevenir, controlar y combatir daños ambientales en las islas que integran el dominio público provincial.

En este sentido, el Poder Ejecutivo ha dispuesto por medio del decreto N° 3005/22 el traspaso de la Dirección de Administración de Tierras Fiscales a la órbita de la Secretaria de Ambiente, con la finalidad de abordar la administración de las tierras públicas desde una perspectiva ambiental. 
Del mismo modo, la misma norma ha facultado a ese organismo a otorgar permisos de uso sobre los inmuebles que se encuentran bajo su administración, por los cuales los particulares (beneficiarios) deberán abonar un canon que determinará el Consejo de Tasaciones de la Provincia. 

Teniendo en cuenta que los inmuebles administrados por la Dirección de Administración de Tierras Fiscales, en su mayoría, se encuentran ubicados en territorio insular (180mil hectáreas aproximadamente), se justifica agiornar el aludido fondo, más allá de la terminología empleada, y destinar los recursos generados (por el otorgamiento de los permisos de uso) al territorio del cual provienen: con el fin de perseguir la regularización de las ocupaciones, y de previsión, control y combate de daños ambientales.
En idéntico orden de ideas, la modificación que por la presente iniciativa se pretende, prevé dentro de los recursos: “Las sumas que ingresen por ventas de inmuebles de dominio privado del Estado Provincial”, lo cual cobra importancia ya que viene en consonancia con proyectos de regularización que esta llevando a cabo la referida Dirección para dar solución a la ocupación irregular de terrenos fiscales ubicados en diversos puntos de nuestra provincia.
Es por ello que entiendo, Sra. Presidenta, que existe una imperiosa necesidad de modificar el fondo específico afectado a ese organismo, readecuando y actualizando los incisos del artículo 31° de la ley originaria, y como finalidad última darle nuevo (y necesario) destino a los recursos que ese genere en uso de sus facultades.
En base a los argumentos aquí esbozados y a los que estoy dispuesta a verter en ocasión de su tratamiento, doy por fundada la presente iniciativa de ley, haciendo propicio el momento para solicitar a mis pares el acompañamiento con su voto favorable. 

